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(Asiste una delegación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) 
SEÑOR PRESIDENTE (Gamou).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 13 y 17) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a la delegación del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, integrada por su Presidente, doctor Alfredo Gómez Tedeschi; por 
el Secretario Letrado, doctor Ricardo Marquisio; por el Contador Central, Eduardo Beati, y por la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, la señora Verónica Canto. 


Les cedemos la palabra. 


SEÑOR GÓMEZ TEDESCHI.- En mi carácter de Presidente del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, agradezco la oportunidad que nos brindan de expresar las razones de lo que 
solicitamos. 


Por el artículo 1”, pedimos el incremento del monto de la partida establecida por el artículo 422 de la Ley 

N? 17.930, de Presupuesto, que establece una partida para cubrir los gastos que demanda la participación en 
eventos relativos a la materia administrativa. Con el incremento que se solicita se pretenden cubrir los gastos 
que insume la organización de las jornadas académicas que en forma anual realiza el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo y cubrir las erogaciones que implican las cuotas que anualmente se pagan a las 
asociaciones internacionales a las cuales está asociado el Tribunal, como la Asociación Iberoamericana de 
Tribunales de Justicia Fiscal o Administrativa, entre otras. 


Por el artículo 2* se solicita la incorporación al Tribunal de dos funcionarios con cuatro años cumplidos que 
están prestando funciones en comisión en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que prestan 
funciones allí uno de ellos desde el año 2005 y el otro desde el año 2008. Sus organismos de origen son el 
Ministerio del Interior y el Poder Judicial. 


Por el último artículo se solicita que se faculte al Tribunal de lo Contencioso Administrativo a contratar 
directamente, en la forma en que este determine, a un Encargado de Estadística, Relaciones Públicas y 
Comunicación. Además, se solicita que se asigne una partida anual y que la Contaduría General de la Nación 
habilite los créditos. Este artículo, sobre el cual se enfatiza el interés del Tribunal, responde a la necesidad de 
optimizar la gestión del organismo utilizando herramientas estadísticas y de comunicación que permitan un 
control adecuado de la calidad de sus servicios y una eficaz divulgación de sus resultados. La 
implementación de un Departamento de Estadística, Relaciones Públicas y Comunicación permitirá fortalecer 
los vínculos del organismo como pieza del sistema judicial con la sociedad civil y especialmente con las 
demás instituciones públicas que necesitan permanentemente actualizar información sobre sus actividades. 


En torno a esta cuestión es preciso tener información complementaria acerca de cuál es la base fáctica sobre 
la que se fundamenta este pedido. 


Entre los años 2009 y 2011, en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo se han presentado 2.016 
demandas contra distintos organismos del Estado. En 2009, se presentaron 885; en 2010, 831, y en 2011, 900. 
A vía de ejemplo, meramente detallo que contra el Banco de Previsión Social se presentaron 159 demandas; 
contra el Ministerio de Economía y Finanzas, 136; contra el Ministerio de Industria, Energía y Minería, 157, 
y contra el conjunto de Intendencias del Uruguay, unas 117 demandas. Esto representa algo así como el 60%. 


El problema de todo esto es que esta es una organización suficientemente organizada y sistematizada de 
forma de proporcionar la información que los distintos organismos solicitan y también de dar cumplimiento a 
lo dispuesto por la Ley_N” 18.381 en cuanto a que exige que los sujetos obligados deben tener adecuada 
organización, sistematización y disponibilidad de información asegurando un amplio y fácil acceso a los 
interesados, cosa que por el volumen del trabajo se nos hace extremadamente complicado cumplir. 


Reitero que se trata de 2.616 demandas presentadas, es decir, casi 900 en un año. Aún no hemos podido 
procesar información acerca de la cantidad de sentencias, cómo se resuelven estos conflictos, en qué medida 
estas demandas son recibidas por el Tribunal y si se anulan o se confirman los actos administrativos. 


Es cuanto tenemos que manifestar. 


SEÑOR PARDIÑAS.- No es la primera vez que tenemos a consideración este artículo 2” del Mensaje 
del Poder Ejecutivo. Entonces, me gustaría conocer si se arbitró alguna gestión ante los dos organismos 
a los que pertenecen estos dos funcionarios, de manera de habilitar su incorporación al Tribunal. 
Además, sería bueno saber si estos dos organismos estarían dispuestos a perder estos dos cargos. Digo 
esto porque una forma de arbitrar sería determinar el pasaje con el cargo y la asignación presupuestal 
referida; eso facilitaría enormemente la implementación de este artículo. 


SEÑOR MARQUISIO.- No se ha hecho ninguna gestión. Por lo tanto, no conocemos la opinión de los 
organismos de origen en cuanto a si estarían dispuestos o no a hacer lugar a estas incorporaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cabe señalar que para esta Rendición de Cuentas nosotros no hemos recibido 
de parte del Poder Ejecutivo ningún artículo referido al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Lo que está en el fondo de la pregunta del señor Diputado Pardiñas es que esto podría ser un artículo sin 
costo, si se hubieran hecho esas gestiones. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Así es, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces ¿de qué organismos proceden estos dos pases en Comisión? 


SEÑOR GÓMEZ TEDESCHI.- Del Ministerio del Interior y del Poder Judicial. 


SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Como luego tenemos previsto recibir a las autoridades del 
Ministerio del Interior, podríamos hacer la consulta respectiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recogemos la propuesta de la señora Diputada. 
SEÑORA PEREYRA (doña Susana).- Podríamos recabar algunos datos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como se dijo, se trata de un cargo en el Ministerio del Interior y de otro en el 
Poder Judicial, cuyas autoridades recibiremos en los próximos días. 


Analizaremos oportunamente el resto de los artículos; son conscientes de que tienen un costo y de que 
tenemos ciertas limitaciones. 


Les agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) 


Se pasa a intermedio hasta la hora 15. 


(Es la hora 13 y 30) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 15 y 5) 


La Comisión de Presupuestos Integrada con la de Hacienda, tiene mucho gusto en recibir al Ministro del 
Interior, señor Eduardo Bonomi; al Director General de Secretaría, doctor Charles Carrera Leal; al 
Subdirector de la Policía Nacional, Inspector General Y Raúl Perdomo; al integrante de la Unidad de 
Comunicación, señor Fernando Gil; al Subdirector General de Secretaría, Inspector General (PA) José Pedro 
Sesser; al Gerente Financiero, contador Darío Astor; a las Adjuntas a la Dirección General, doctora Lorena 
Placencia y contadora Daiana González; a la Gerenta de Gestión, contadora Gabriela Valverde, y a la señora 
Verónica Canto, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quiero aclarar que no está presente el señor Subsecretario, 
por razones de salud, ni el Director de la Policía Nacional, pues está de duelo ya que ayer falleció su 
madre. 


Hemos estado aquí dos años y hemos dado cuenta de la planificación y diseño de las acciones definidas en el 
Programa de Gobierno y en el programa que aprobó la Comisión Multipartidaria. 


En el año 2012 se acentuó el cumplimiento de las líneas estratégicas definidas y la planificación realizada. Se 
han sentado las bases para generar capacidades mediante procesos profundos de fortalecimiento institucional, 
modernización de estructuras, de medios tecnológicos y de comunicación que contribuyen al cambio cultural 
en la gestión y al desarrollo humano. 


En esta oportunidad, se presenta la Rendición de Cuentas correspondiente al año 2012, informando sobre los 
resultados de la gestión y sobre la ejecución del presupuesto aprobado en relación a los planes estratégicos 
planteados. Este año la ejecución del gasto en el Rubro "Personal" fue del 88,6%; en el Rubro "Gastos" de 
96,9%, y en el Rubro "Inversiones", de 96,3%. Esto se presenta como una evolución favorable en relación 
con años anteriores -lo vamos a explicitar en los Capítulos relativos a los logros y resultados- y responde 
también a una mejora de gestión en la planificación y en los procedimientos de compras estatales. 


En el Rubro "Personal. Remuneraciones", hay una subejecución del 11% que se explica por los cargos 
creados en instancias presupuestales que aún no se han cubierto totalmente, con un número significativo de 
llamados a concurso en trámite, tanto en lo que tiene que ver con la Secretaría del Ministerio como con el 
Instituto Nacional de Rehabilitación. 


En cuanto a la evolución del Presupuesto en moneda constante y variación real, se evidencia una mejora 
importante a partir del año 2005, lo cual da respuesta a la evidente necesidad de un cambio y modernización 
organizacional. 


En lo que tiene que ver con la seguridad pública -ya lo hemos planteado en el Parlamento- en el año 2012 ha 
habido una evolución desfavorable de los homicidios; hasta ese año venía bajando el número de esos delitos 
pero en 2012 aumentó a 269, lo cual representa la cifra más alta desde el año 1985. 


Los hurtos bajaron durante los años 2011 y 2012. En 2012 bajaron un 4%. En términos absolutos, eso 
equivale a unas 3.611 denuncias menos que en 2011, aproximadamente diez denuncias diarias menos. 


Las rapiñas aumentaron, pero bajó sensiblemente la tasa de crecimiento. Aumentaron poco más de un 2,5%. 


Las personas privadas de libertad a diciembre de 2012 eran 9.418, con un crecimiento respecto a 2011 de 
2,5%. De ellas, un 93% eran hombres, estructura que se mantiene en los últimos años. El nivel de 
reincidencia se ubica en un 59%. 


En la Jefatura de Policía de Montevideo se implementó el nuevo diseño organizacional en la fase operativa. 
Se crearon seis Divisiones dependientes de la Dirección de Coordinación Ejecutiva. En ellas se agrupan las 
25 Seccionales Policiales e Investigaciones que abarcan delitos contra las personas, contra la propiedad y la 
Sección Antidrogas, además de las Unidades Especializadas en Respuesta y Violencia Doméstica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Necesitamos designar un Presidente "ad hoc". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se nombra al señor Diputado Groba. 


(Se vota) Nueve en diez: AFIRMATIVA. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Groba) 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Se incorporó el programa "Comunidad Educativa Segura" y 
se crearon varias Unidades Organizativas como los Departamentos de Información Criminal, de 
Relevamiento Técnico y de Contralor Social, con los cometidos de registro, control y fiscalización de 
locales bailables, juegos de azar, trabajo sexual y casas de compraventa. 


Se inauguró la Comisaría Seccional N* 25, a la cual se integró una Oficina Especializada para el abordaje de 
situaciones de violencia doméstica y donde, concomitantemente, funciona la Oficina de Praxis de la Escuela 
Nacional de Policía. 


Es necesario destacar que se quebró la media histórica del registro de entre 800 y 1.000 vacantes ejecutivas 
promedio, merced a una racionalización y una mejora de la gestión de los recursos humanos. Esto significó 
un impacto positivo en la operativa policial, así como un uso eficiente de los recursos financieros del Estado. 
Esas vacantes significaban crédito ocioso que no era convenientemente utilizado. Hubo un ingreso final de 
1.021 nuevos agentes. 


En la Jefatura de Policía de Canelones se creó una nueva Seccional, la N* 28, en la zona de Colonia Nicolich, 
que cuenta con una Oficina de violencia doméstica. Se creó también una base de Radiopatrulla en Atlántida y 
del Grupo Especial de Patrullaje, con 40 nuevos efectivos. 


La Guardia Republicana incrementó su presencia e intervención en todo el territorio nacional, en particular 
en Montevideo, donde brinda apoyo en los procedimientos que lo requieran y complementa el patrullaje. 
Asimismo, apoya al Instituto Nacional de Rehabilitación en el traslado de detenidos de todo el país y en las 
revisorías de los Centros de Rehabilitación de Santiago Vázquez y Libertad. 


En cuanto a la Comisión de Seguridad Rural, Grupo Bepra, debemos decir que, en un trabajo conjunto entre 
los Ministerios del Interior, y de Ganadería, Agricultura y Pesca, se incrementó el despliegue y la mejora de 
la seguridad rural, con una disminución del 12% de las denuncias de abigeato. 


La Dirección Nacional de Policía Técnica ha incorporado tecnología para lograr una mayor eficiencia y para 
reducir tiempos de peritaje. Se adquirieron dos unidades vehiculares totalmente equipadas para dos 
laboratorios móviles. Se inició el local del futuro laboratorio de ADN, Codis, con la compra de instrumental e 
insumos. Asimismo, se realizaron diversas actividades de capacitación en investigación criminal con el 
objetivo de incrementar la profesionalización del personal. 


La Dirección General de Información e Inteligencia participó en más de cuarenta operaciones durante el año 
2012, con una eficacia del 56%. Algunas de estas operaciones han tenido impacto público de significación y 
han permitido generar insumos de inteligencia para otras unidades, que fortalecen mejores prácticas de 
investigación coordinadas y la evaluación de capacitación especializada en el área de la inteligencia táctica. 
En el año 2012, La Dirección General de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas incautó más de dos 
toneladas y media de drogas, lo que permitió, además, el procesamiento de 882 personas y la desarticulación 
de 17 grupos de narcotráfico. Aunque no pertenece al período del que estamos hablando, cabe destacar que 


hace un rato se detuvo un avión con siete narcotraficantes, dos camiones, y se incautó una cantidad todavía 
no determinada de droga, dado que continúan las operaciones. 


La Dirección General de Lucha contra el Crimen Organizado e Interpol también realizaron operaciones 
exitosas, con repercusión internacional, en lo que tiene que ver con trata de personas y pornografía infantil. A 
nivel de operaciones nacionales se detuvo a 281 personas, de las cuales 130 resultaron procesadas. 


En lo que refiere al Departamento Registro y Búsqueda de Personas Ausentes, se produjo el esclarecimiento 
de 311 casos en 343 investigados. Interpol detuvo a 66 personas; hubo 80 deportaciones, 28 expulsiones, 2 
inadmisiones de entrada al país, 16 extradiciones al exterior y 6 hacia Uruguay. 


Con respecto a violencia doméstica y de género, se han desarrollado distintos instrumentos en la mejora de la 
respuesta policial: se incorporó tecnología de verificación de presencia y localización de personas en los 
casos de alto riesgo, es decir, las tobilleras, y se creó el área Violencia de Género, dependiente del Centro de 
Comando Unificado. Al 23 de julio de 2013, la Justicia dispuso la instalación de 29 tobilleras. A partir del uso 
de las tobilleras se produjeron los primeros procesamientos con prisión por desacato o incumplimiento de la 
medida de no acercamiento. 


Por otra parte, se asistió a más de 750 reuniones y actividades de las Mesas de Convivencia y Seguridad 
Ciudadana a nivel nacional. Se incrementó el número de Mesas, pasando de constituirse dos en Montevideo y 
cuatro en Canelones en el año 2010 a superar las 40 y 20 respectivamente en el año 2012. 


En el año 2012, el programa Pelota al Medio a la Esperanza llevó adelante importantes actividades a nivel 
nacional. Se trabajó en la formación de promotores de la no violencia. Se dieron charlas en liceos y colegios 
con destacados deportistas, y se realizó el torneo nacional de fútbol por la vida y la convivencia. Asimismo, 
se llegó a un acuerdo insterinstitucional con Colombia, cuyo objetivo es coordinar acciones a efectos de 
desarrollar políticas de acercamiento y entendimiento de carácter social y solidario, a fin de conocer el 
desarrollo de programas similares aplicados a jóvenes en situación de vulnerabilidad. 


Con respecto a las Jefaturas de Policía del interior del país y la Policía Comunitaria, podemos decir que en las 
Jefaturas de Policía de Colonia, Lavalleja, Paysandú, Rocha, Soriano y Tacuarembó se crearon oficinas 
departamentales de Policía Comunitaria. 


En cuanto al Programa 461, Gestión de la Privación de Libertad, a partir del artículo 221 de la Ley N* 18.719 
se crea el Instituto Nacional de Rehabilitación como Unidad Ejecutora de jurisdicción nacional, que tiene 
bajo su responsabilidad la organización y gestión de las diferentes instituciones penitenciarias de personas 
adultas, así como la rehabilitación de las personas procesadas y penadas y la administración de las medidas 
sustitutivas a la privación de libertad. En la nueva institucionalidad, se implementó el escalafón civil S, 
Operador Penitenciario, y se cubrió el 40% del total de cargos creados, los cuales fueron distribuidos en las 
unidades de internación de personas privadas de libertad. Además, se iniciaron los procedimientos para 
completar los cargos civiles en el interior del país, contando al momento con 74 concursos en trámite para la 
provisión de un total de 776 cargos. 


En cuanto al cumplimiento del artículo 229 de la referida ley, se elaboró un cronograma para el pasaje de los 
establecimientos penitenciarios a la órbita del Instituto Nacional de Rehabilitación. Las metas propuestas 
para el año 2012 se cumplieron en su totalidad, integrándose al Instituto el establecimiento de Canelones; Las 
Rosas, en Maldonado, y Cerro Carancho, en el departamento de Rivera. Fuera del período que estamos 
considerando, con los establecimientos que pasaron este año, ya son nueve los que están en la órbita del 
Instituto Nacional de Rehabilitación. 


En cuanto a la infraestructura, podemos señalar que se inició la construcción de un recinto penitenciario para 
1.016 personas privadas de libertad y se habilitó el Módulo 3 del Comcar, así como la obra de saneamiento y 
el colector para ese mismo establecimiento. 


Asimismo, se construyeron revisorías en varios establecimientos: en el Centro Metropolitano de 
Rehabilitación Femenina, en el Centro de Rehabilitación Santiago Vázquez, en Libertad, en Punta de Rieles y 
en el establecimiento de Rivera. En Rocha se construyó un celdario con una capacidad de sesenta plazas y 
una revisoría. En el departamento de Lavalleja, concretamente en Campanero, se construyó un centro 
penitenciario para 120 personas, que ya está terminado; ya se sacó la cárcel del centro de la ciudad y se 


trasladó a los reclusos a Campanero. También se realizaron obras de saneamiento en el centro penitenciario 
de Canelones. 


Con respecto al Programa 162, Seguridad Vial, recientemente, la Unasev destacó el trabajo de Policía 
Caminera en las rutas nacionales, señalando la baja de la mortalidad, teniendo en cuenta que en el año 2011 
se produjeron 572 muertes por accidentes de tránsito, y en 2012, 510. 


En cuanto al Programa 540, Atención Integral de Salud, la Dirección Nacional de Sanidad Policial ha 
transitado por un importante proceso de cambio en los procedimientos de atención al usuario, además del 
fortalecimiento y desarrollo institucional. 


En lo que refiere a las situaciones de violencia doméstica, dada la complejidad de estos casos y su incidencia 
en el personal policial, se fortalecieron los servicios de atención a víctimas y agresores, constituyéndose dos 
equipos de trabajo específicos para cada situación. 


En el año 2012 se derivaron casos al Servicio 254. En lo que refiere a los agresores, se realizaron 762 
consultas; en cuanto a las víctimas, se atendieron 50 casos. 


En lo que refiere a la modernización de las organizaciones, se creó la oficina de liquidación de sueldos del 
Inciso. En cuanto a la gestión humana y mejora continua de gestión, el Ministerio del Interior implementó el 
instrumento de compromiso de gestión. Estos cambios responden a una línea de acción del Gobierno en 
general, con los que se propone diseñar una nueva escala salarial, de modo que el grueso de la remuneración 
refleje el nivel de complejidad de la tarea y de responsabilidad asociado a ella, marcando, además, que los 
niveles de conducción en las funciones estarán condicionados al cumplimiento del compromiso de gestión. 


A nivel institucional se han implementado metas que den cuenta de los desafíos de creación e 
implementación de sistemas de información, de controles centralizados y de capacitación del personal. 


En un sentido más estricto, se han diseñado compromisos de gestión para dos áreas de intervención 
relevantes en el cumplimiento de los cometidos del Inciso. En primer lugar, se ha diseñado una batería de 
metas para monitorear un cambio de modelo de "policiamiento" en las unidades policiales, vinculado con los 
responsables de las unidades operativas de la zona metropolitana. En segundo término, se ha diseñado un 
compromiso vinculado con el fortalecimiento de la gestión de la privación de la libertad, dirigido a las 
direcciones de las unidades de internación de personas privadas de libertad. 


El señor Director General de Secretaría va a detallar los artículos del proyecto de Rendición de Cuentas 
relativos a nuestro Inciso. 


SEÑOR CARRERA LEAL.- Por restricciones presupuestales, en el presente proyecto de Rendición de 
Cuentas se realizaron reestructuras organizativas. Por ello, con la finalidad de racionalizar los recursos 
presupuestales del Inciso 04, se utilizó el mecanismo de la transformación de cargos y de la supresión 
de aquellos que se encontraban ociosos. 


En el artículo 100 -primer artículo de nuestro Inciso- se suprime el cargo de Inspector de Escuelas y Cursos, 
con el objetivo de crear -debe ser leído en conjunto con los artículos 101 y 102- el cargo de Director Nacional 
de Policía Comunitaria y el de Director de la Oficina Nacional de Violencia de Género. Son dos líneas de 
acción que estamos desarrollando con mucha fuerza en esta presente Administración de Gobierno. 


El artículo 103 sustituye la redacción del artículo 230 de la Ley N” 18.719. Como dijo el señor Ministro, en 
este proyecto de Rendición de Cuentas pusimos en funcionamiento el escalafón S, "Personal Penitenciario", 
que fue creado en el año 1986. El artículo 230 establecía que los cargos del escalafón L, "Personal Policial", 
al vacar, se transformaban en escalafón S, "Personal Penitenciario". Por medio de esta nueva redacción 
buscamos ampliar esa posibilidad, permitiendo que se puedan transformar en personal penitenciario, 
administrativo o especializado, según la necesidad del servicio. 


SEÑOR ABDALA.- Pido al señor Ministro del Interior o al señor Director General de Secretaría un 
fundamento adicional con relación a los artículos 101 y 102, ya que estamos frente a la creación de dos 


cargos de confianza política. Me parece que sería interesante conocer los motivos adicionales a los que 
han sido mencionados. 


En el caso de la Policía Comunitaria, creo que sería bueno saber cuál es la situación en la que se encuentra. 
En los últimos días, trascendieron versiones de prensa según las cuales la Policía Comunitaria no estaría 
cumpliendo cabalmente sus clásicos cometidos de prevención y represión del delito -más allá de la 
justificación de este rol de la Policía-, sino que se estaría dando una suerte de distorsión en cuanto a que el 
personal asignado al cumplimiento de esta función termina siendo absorbido por las distintas seccionales o 
reparticiones ministeriales o por la Policía Nacional para el cumplimiento de las tareas urgentes, que se 
vinculan con los episodios relacionados con la seguridad pública. Me gustaría saber si esto es así y en qué 
medida la creación de este cargo de confianza se vincula, en parte o en todo, con argumentos de este tenor. 
Creo que un análisis más descriptivo nos ayudaría a entender mejor la propuesta que está haciendo el 
Ministerio en este sentido. 


Por otro lado, creo que sería bueno saber por qué es necesario que el cargo sea de naturaleza política. Si bien 
siempre merece una justificación, creo que mucho más en el caso de la Policía, que por definición tiene una 
función esencialmente profesional. No quiere decir que no deba haber cargos políticos, pero el hecho de 
sugerir que determinada dirección esté a cargo de un funcionario designado por criterio político, en el caso 
del Ministerio del Interior me parece que merecería una explicación adicional. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Voy a dividir la respuesta. Personalmente, me voy a referir a 
por qué entendemos que la Policía Comunitaria no solo tiene funciones de prevención y de represión, 
sino que es la base de la prevención. 


El papel que tiene que cumplir la Policía Comunitaria es, fundamentalmente, de prevención. Es cierto que 
durante mucho tiempo, cuando se presentaba algún problema en las seccionales, se trasladaba al Policía 
Comunitario a tareas represivas. Eso es cierto; ha pasado durante mucho tiempo, no necesariamente a partir 
de esta Administración, sino desde mucho antes. 


Para fortalecer el papel preventivo de la Policía Comunitaria se ha emprendido una reestructura, 
fundamentalmente de la Jefatura de Policía de Montevideo, de la que largamente hemos hablado en la prensa, 
e inclusive aquí, cuando hemos concurrido al Parlamento. Nos planteamos establecer cinco zonas en la 
Jefatura de Policía de Montevideo: cuatro zonas territoriales y una zona de operaciones. Las zonas 
territoriales pasarán a ser la base operativa de la Policía. Debajo de cada zona hay siete comisarías. 
Precisamente, para nosotros la esencia del trabajo en las comisarías es la Policía Comunitaria, con una 
función netamente preventiva, lo que no quiere decir que no actúe ante un delito flagrante. Su función 
fundamental es la prevención; es la policía de proximidad, la policía cercana a la gente, la que interactúa con 
los vecinos y encara las tareas de prevención. Eso está en marcha, fundamentalmente este año, pero lo 
venimos planteando desde hace por lo menos dos años. En el año 2012, el trabajo tendía a instrumentar esto. 
La reestructura comenzó a funcionar en mayo del año pasado; lo que hacemos es rendir cuentas de lo que se 
ha hecho a través de los distintos artículos de esta Rendición de Cuentas. 


SEÑOR CARRERA.- Respecto a los artículos 101 y 102, debo decir son cargos creados en esta 
Rendición de Cuentas y que pueden ser ocupados por un profesional en actividad o un profesional en 
retiro. La técnica que se utiliza es la que siempre se usó en la institución. Lógicamente, el Director de la 
Policía Comunitaria va a ser un profesional que puede estar en actividad o en retiro. Hoy, la persona 
que está a cargo es el Inspector Mayor retirado Sergio Guarteche, que está ocupando el cargo de 
Inspector de Escuelas y Cursos. Lo que hacemos es reconocer la realidad. Esta tarea de la Inspección 
de Escuelas y Cursos está ocupada, en parte, por la Subdirección de la Policía Nacional que dentro de 
esa división de tareas tiene a cargo lo que refiere a la capacitación. Nuestra intención es crear a nivel 
nacional la Dirección para que quede claro a la Administración en su conjunto que esta es una de las 
políticas prioritarias de desarrollo en las diecinueve jefaturas. 


Hace aproximadamente dos años -como lo señalaba el señor Ministro- se definió una política nacional en lo 
que tiene que ver con el policiamiento comunitario, tomando el ejemplo de la Jefatura de Policía de 
Canelones, y se desarrolló a través de un decreto. 


Lo mismo sucede con el artículo 102; una de las políticas que nos preocupa para trabajarla a nivel nacional es 
lo que tiene que ver con la violencia doméstica y de género. Por ello estamos creando el cargo de Director 
Nacional de la Oficina Nacional de Violencia Doméstica y de Género para dar cumplimiento al Decreto 

N* 382, de 22 de noviembre de 2012, que establece que el órgano encargado de gestionar esta nueva 
estructura es la Oficina Nacional de Violencia Doméstica y de Género. Esta oficina se crea para potenciar 
estas dos políticas a nivel nacional y depende de la Dirección Nacional de Policía. Quien ocupa este cargo es 
el Inspector Julio Guarteche. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 104. 


SEÑOR SESSER.- El artículo 104 está referido a la modificación del artículo 63 de la Ley Orgánica 
Policial, fundamentalmente en dos aspectos. En el literal A) se incluyen a los comisarios inspectores 
entre la nómina de los policías que por no tener destino, por causas que no les sean imputables, puedan 
estar ubicados en esa situación. Actualmente, la redacción del artículo se limita a los oficiales 
superiores. Como las circunstancias han determinado que hay comisarios inspectores desde hace varios 
años en esta situación -no quiere decir que sean las mismas personas pero sí con la misma jerarquía-, la 
idea es regularizar la situación de los comisarios inspectores que no tienen destino por causas que no le 
sean imputables y se les incluya dentro de la nómina del literal A). 


La segunda modificación, o más bien un agregado que tiene este artículo 63 de la Ley Orgánica Policial, es el 
último inciso en el cual se excluye a los policías que no prestan servicios por encontrarse en disponibilidad de 
las compensaciones, los incentivos y los compromisos de gestión y presentismo. El artículo 51 de la Ley 

N? 18.172 y el artículo 110 de la Ley N* 18.996 establecen las compensaciones especiales para los policías 
que están prestando servicio efectivo. En la medida en que quien está en disponibilidad no está cumpliendo 
servicios, se ha entendido que lo más conveniente y justo es excluirlos de estos beneficios, que están 
dirigidos a quienes estén cumpliendo la función. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 
SEÑOR GANDINLI.- Saludo a la delegación del Ministerio del Interior. 


Mi propósito era entender un poco más lo que se acaba de explicar. 


Lo que señala el artículo, según yo entiendo, es que se considera en disponibilidad a los oficiales que se 
indican a continuación. El literal A) establece una serie de oficiales superiores y comisarios inspectores que 
no tengan destino por causa que no les sea imputable. ¿Qué quiere decir esto? Quiere decir que hay 
funcionarios policiales de jerarquía que no tienen destino no porque estén sumariados o porque tengan algún 
problema en sus fojas, sino simplemente por causas que no les sean imputables. No tienen la culpa, 
digámoslo así, de no tener destino. Cuesta creer que haya funcionarios superiores que hicieron su carrera 
profesional y están quizás al final de la misma y, sin tener la culpa, no se les da destino. Pero cuando uno lo 
ata con este nuevo inciso final, lo que dice es que esos funcionarios que están en disponibilidad por causas 
que no les son imputables, no percibirán ningún tipo de compensación especial ni de incentivos. Quiere decir 
que además están castigados. No tienen posibilidad de desarrollo profesional, que les corresponde, porque no 
tienen destino y, además, se les sanciona económicamente. Esta pregunta es un razonamiento lógico que 
quiero que se me confirme. 


La otra pregunta es por qué razón se los puede dejar sin destino y si esto quiere decir que el hecho de no tener 
destino, en el caso de un oficial superior o un inspector, significa que estén en sus casas. 


Entonces, ¿quiere decir que hace años que hay funcionarios superiores cobrando y en su casa? ¿Lo que busca 
esto es dejarlos en su casa y pagarles menos? Lo pregunto desde mi más absoluta ignorancia, pero quisiera 
confirmarlo. 


SEÑOR IBARRA.- En este artículo se consideran en disponibilidad a los oficiales que hubieran 
incurrido en faltas en el desempeño de sus funciones -algo que entiendo perfectamente bien-, que 
estuvieran procesados o en el caso del artículo 30. Más allá de que efectivamente se incluye a 
comisarios inspectores en el inciso A) del artículo 63, quisiera saber por qué motivo y cuántos oficiales 


superiores y comisarios inspectores no tienen destino por causas que no le sean imputables.¿Es por 
razones de enfermedad o de incapacidad? Lo pregunto porque, como seres humanos, se les está 
perjudicando desde el punto de vista económico con estas decisiones. Sin duda, debe haber alguna 
explicación. 


También me gustaría que se ampliara la información acerca del contenido del literal A) del artículo 63 de la 
Ley Orgánica Policial, cuya modificación estamos tratando en este momento. 


SEÑOR ABDALA.- En el mismo sentido que los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra y 
sin ánimo de ser reiterativo, voy a agregar otro elemento. Aquí lo que se propone es una modificación 
de la Ley Orgánica Policial, que también establece el derecho de todo policía a tener un destino 
adecuado a su grado, a su jerarquía y a su función. Por otro lado, está claro que en estos momentos, en 
esta Casa, en la Cámara de Diputados, se está analizando una propuesta del Poder Ejecutivo a los 
efectos de reformar la Ley Orgánica Policial o aprobar una nueva. 


Me parece que el que se plantea es un cambio cualitativo que implica ampliar una práctica que por definición 
es polémica y que ya ha sido objeto de discusión con el propio señor Ministro Bonomi, por lo menos en esta 
Comisión. Obviamente, los literales B) y C) se explican solos: está claro que aquellos oficiales superiores u 
oficiales jefes que han incurrido en algún tipo de apartamiento de sus deberes y, por lo tanto, revisten algún 
antecedente que implica una mácula en su carrera profesional serán puestos a disponibilidad. Pero aquellos 
casos en que esto depende de la discrecionalidad del Poder Ejecutivo e involucran, además, a oficiales que se 
supone que tienen más experiencia y trayectoria -y, desde ese punto de vista, más preparación para el 
cumplimiento de la función-, si bien uno puede llegar a entender y justificar algún caso aislado, parece por lo 
menos discutible que se establezca una suerte de facultad ilimitada e indiscriminada, y que se amplíe el 
alcance de esta disposición al incluir a los comisarios inspectores. Y esto es así, sobre todo, teniendo en 
cuenta que hay una propuesta de reforma integral de la Ley Orgánica Policial. 


Más adelante, en este articulado hay otras disposiciones que también proponen ajustes a la Ley Orgánica 
Policial. El punto a definir es si vamos a reformar esta Ley por partes, mediante la introducción de parches, o 
si vamos a discutir y a buscar el mayor consenso posible para elaborar un nuevo cuerpo normativo en el que 
todos coincidamos que es el adecuado para el cumplimiento de la función policial. 


Yo observo algunas inconsistencias y algunas contradicciones que surgen espontáneamente del análisis de 
esta disposición. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- En primer lugar, quiero hacerme eco de las palabras de bienvenida a la 
delegación. 


En segundo término, si se me permite, me gustaría dar más espacio a la respuesta del Ministerio sobre el 
punto en cuestión, porque el tema de los oficiales "en la bolsa", como se suele decir, ha generado una 
polémica de larga data en cuanto a cómo hay que proceder con ellos. Es cierto que la situación en materia de 
seguridad difícilmente hace posible que se explique la existencia de oficiales en esa situación. 


En principio, a mí me parece positivo el artículo propuesto, en cuanto crea y define hipótesis para la 
disponibilidad y, si bien comparto que eso es parte de la Ley Orgánica Policial, es bueno que ese tema esté 
claro. Lo que le pediría al señor Ministro y a la delegación que lo acompaña es que explicitaran la cantidad 
de cargos de oficiales de este grado que se requiere, de modo de saber si efectivamente hay carencias en ese 
sentido. Si no fuera así, la solución sería otra: no mantenerlos en disponibilidad, sino trabajar para la 
reducción de esos cargos. 


Insisto: me interesa conocer el número de cargos y también el número de oficiales de ese grado, para ver si 
hay algo que está sobrando. 


Entiendo que esto pueda ser subsanado con la presencia de oficiales de ese grado en su puesto, pero también 
me consta lo conflictivo que puede resultar para la Administración que haya oficiales sin tarea específica 
dentro de una unidad, que solo van a cumplir un horario y a ocupar una silla. Más aún: me atrevo a sostener 
que eso es más oneroso para el Erario Público que el hecho de que se encuentren en sus casas. 


Por otro lado, comparto que no tengan las compensaciones que reciben aquellos que están cumpliendo con la 
tarea, porque precisamente se trata de que esos beneficios sean el estímulo necesario para el buen 
cumplimiento de la función. 


Más allá de eso, es importante saber si lo que se está planteando es una modificación del carácter que tenían, 
o si se trata de una reestructuración de la pirámide jerárquica en materia de grados, tareas y destinos. 


SEÑOR SESSER.- En primer lugar, quiero decir que el artículo 63 de la Ley Orgánica Policial está 
vigente desde 1971, o sea que la única modificación que se propone es incorporar a la situación que está 
definida en el literal A) el caso de los comisarios inspectores, por el hecho de que existen algunos 
oficiales de ese grado que no tienen destino por una situación que no les es imputable. También 
corresponde señalar que esa situación no se generó por una decisión que haya tomado el Ministerio del 
Interior por algún motivo especial, sino que se trata de oficiales de cuyos servicios han prescindido los 
señores Jefes de Policía y los señores Directores Nacionales. Al día de hoy son 17, de todas las 
jerarquías; no hay inspectores generales, pero sí inspectores principales, inspectores mayores y 
comisarios inspectores. No es un número muy significativo. 


En segundo término, la exclusión que se establece en el inciso final del artículo es a los solos efectos de 
algunos beneficios que, como podrán advertir, fueron establecidos recientemente -uno se aprobó en 2007 y el 
otro, en 2012- y constituyen un incentivo para los oficiales que están cumpliendo efectivamente la función. 


Por lo tanto, lo que se quiere hacer es excluir a los que están en la casa por no tener destino -eso es claro-, 
pero es de lo único que se los excluye, ya que no pierden el derecho a la calificación y al ascenso. 


SEÑOR GANDINI.- Sigo sin entender cómo puede ser que un funcionario que está en su casa porque 
no tiene destino, puede seguir concursando y ascendiendo. Según se dijo, un funcionario que se 
encuentre en estas condiciones puede presentarse a un concurso, salvarlo, ascender de grado y 
continuar en su casa. ¿Cuál es la razón? 


Como todos sabemos, existe un problema de seguridad importante en el país, y el señor Ministro del Interior 
no tiene recursos humanos ilimitados, sino escasos; inclusive, cuenta con escasos recursos humanos 
preparados, pero esos funcionarios que están en su casa deben estarlo, ya que llegaron hasta ahí y siguen 
ascendiendo. Entonces, ¿por qué razón están en su casa? ¿Se debe a la discrecionalidad del Jefe de Policía o 
del Director Nacional de Policía que dicen: "No tiene problemas en su foja, tampoco tiene problemas de 
grado y cuenta con una buena actuación, pero a mí no me gusta" o "No piensa como yo"? En realidad, no sé, 
porque deben ser buenos policías. 


Entonces, ¿hay margen para la subjetividad? Creo que si no se trata de cargos de particular confianza, debe 
tenerse en cuenta la carrera profesional. Por lo tanto, reitero: ¿Hay margen para dejar a 17 personas en su 
casa, las cuales no tienen antecedentes que los descalifiquen en su foja de servicio? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder nuevamente la palabra quiero hacer una aclaración. 


En el articulado que recibimos figura un error -por supuesto, lo vamos a corregir-, ya que este artículo no 
tiene literal D). El literal C) debería decir: "El policía procesado queda exceptuado de cumplir la obligación 
establecida en el inciso B) del artículo 30 e impedido de ejercer los derechos que le acuerdan los incisos A), 
B) y C) del artículo 31". 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Quisiera hacer una consideración en el mismo sentido que la realizada 
por el señor Diputado Gandini, pero vista desde el otro lado. 


Este tema está presente desde el análisis del Presupuesto Nacional, y en ese entonces se hacía referencia al 
mismo número de funcionarios en disponibilidad, lo que me llama mucho la atención. 


Naturalmente, como ya dije, creo que quien está cumpliendo una tarea en la calle debe recibir las 
compensaciones y los incentivos correspondientes y que los funcionarios que se encuentran en 
disponibilidad, en sus casas, no deben cobrarlos. De todos modos, estos últimos pueden rendir los concursos 


en las mismas condiciones que aquellos que desarrollan la tarea, y tienen la misma chance de acceder a un 
grado superior, aunque unos están al frente de la labor y otros estén en su casa. 


Lo que estoy tratando de decir es que tanto la situación planteada por el Diputado Gandini como la que acabo 
de exponer son injustas y absurdas. Entonces, ¿por qué razón quien está al frente de una tarea represiva, 
corriendo riesgos -aunque sabemos que cobra un plus por ello- llega al concurso con la misma chance que 
aquel que está sentado en el living de su casa? 


De todos modos, sin importar desde qué lado veamos el problema, sigo preguntándome por qué -teniendo en 
cuenta que el número de funcionarios en esta situación es pequeño- la situación aún no se ha resuelto, ya que 
se planteó, como dije, cuando discutimos el Presupuesto Nacional. 


SEÑOR ASTI.- Quisiera plantear una pregunta más con respecto a este tema. 


Este artículo, tal como dijo el señor Subdirector, tiene 41 años de vigencia, y lo único que se está haciendo en 
esta oportunidad es, además de los oficiales superiores, incluir a los comisarios inspectores. 


Entonces, me pregunto si en estos 41 años ha habido movilidad entre los funcionarios que se encuentran en 
esa situación, que actualmente son 17. Si es así, me gustaría saber cómo ha sido el desarrollo de la situación 
en las décadas anteriores. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quiero hacer tres o cuatro puntualizaciones. 


En primer lugar, quiero aclarar que no es lo mismo el grado que el cargo; los funcionarios concursan para 
ascender de grado, pero quien elige a la persona que ocupará determinado cargo no solo tiene en cuenta el 
grado, sino también el buen desempeño que haya tenido en los diferentes cargos. En realidad, el mal 
desempeño no figura en la foja de servicio, pero todos lo saben. Entonces, cuando un superior debe elegir a 
los funcionarios que trabajarán en determinado cargo, no elige a quienes tuvieron un mal desempeño. Pero 
digo más, como esos funcionarios están "en la bolsa", pueden seguir concursando y ascendiendo en el grado, 
aunque no desempeñen ningún cargo; eso es lo que sucede. 


En segundo término, los incentivos se fijan para aquellos que están desempeñando el cargo y lo hacen bien; 
esa es la razón por la que se otorga. Por lo tanto, es un contrasentido otorgar un incentivo a quien no ejerce 
ningún cargo, y eso es así porque los que deben elegir no optan por esos funcionarios debido a que no 
desempeñaron bien los cargos que ocuparon. 


En tercer lugar, también quiero decir que este es un reclamo de los funcionarios que están en actividad, y un 
pedido de la Dirección Nacional de Policía. Asimismo, los funcionarios que están en actividad entienden que 
además de estar en igualdad de condiciones en el aspecto salarial con quienes no trabajan y reciben los 
mismos incentivos, también lo están para seguir ascendiendo en el grado, aunque ellos desempeñen mal el 
cargo; se trata de pura lógica. 


También quiero aclarar que esto no tiene que ver con decisiones políticas, sino que se debe a que quienes 
eligen a sus colaboradores no optan -sistemáticamente- por esos funcionarios. 


Asimismo, quiero decir que uno de los artículos de nuestra propuesta de Ley Orgánica Policial -que no se 
discute aquí- establece que quien esté dos años "en la bolsa", sin ejercer ningún cargo, debe pasar a retiro. 


SEÑOR POSADA.- La innovación que se hace en el literal A) del artículo 63 de la Ley Orgánica 
Policial incluye a los Comisarios Inspectores. ¿Los Comisarios Inspectores no son también Oficiales 
Superiores? 


SEÑOR SESSER.- No. 


SEÑOR CARRERA.- En el artículo 105 proponemos la sustitución de algunos numerales del 
artículo 148 de la Ley_N” 16.170, que establece agregar algunos cargos como merecedores de la 
compensación del artículo 148. El literal B) establece que si la Dirección Nacional de Policía 


Comunitaria y la Dirección de la Oficina Nacional de Violencia Doméstica y de Género son ejercidas 
por un policía en actividad, este será merecedor de la compensación. El literal D) hace referencia al 
Director del Centro de Formación Penitenciaria. El literal F) tiene que ver con el Jefe de Estado Mayor 
General de la Guardia Republicana y los Directores de Zona Metropolitana, de Unidades Especiales y 
de Zona Interior de la Guardia Republicana. El literal G) refiere a los Director de Grupos de Apoyo de 
la Jefatura de Policía de Canelones, Directores de Apoyo-Logística y de Formación-Capacitación- 
Supervisión Profesional de la Guardia Republicana. Esta compensación se amplía a esos cargos. 


Los artículos 106, 107 y 108 deben ser leídos en su conjunto porque refieren a la reestructura de la Secretaría. 
Un dato relevante es que la Secretaría de Estado cuenta con muchos funcionarios que por haber cumplido con 
condiciones para el ascenso, antigijedad en el grado y con el curso de pasaje de grado, no se les puede otorgar 
obligaciones acordes, a pesar de que ya cobran por el nuevo grado. En este caso, se está pagando una 
permanencia en el cargo a un funcionario que no puede ascender 


Por otra parte, desde el punto de vista financiero, cuando quedan vacantes sin poder cubrir, se generan costos 
porque se está pagando un recurso que no se puede utilizar. El problema se ha venido gestando con el correr 
del tiempo y las causas son diversas. La más notoria se genera en el año 2002, cuando se suprimió la 
entonces Intendencia General de Policía y se transfirió a todo el personal de esa Unidad Ejecutora para esta 
Secretaría de Estado, generando así una total desorganización en la escala jerárquica. Además, con esa 
propuesta se espera racionalizar los recursos presupuestales de la Secretaría de Estado. 


El artículo 109 busca dar cumplimiento al artículo 21 de la Ley N* 16.736. Se trata de situaciones en las que 
hay sentencias contra el Estado. En estos casos, se da cumplimiento al artículo y se reconoce la situación. 


El artículo 110 es una modificación al artículo 99 de la Ley de Rendición de Cuentas pasada. Por diferentes 
motivos, la nomenclatura quedó mal. También eran situaciones que buscaban dar cumplimiento al artículo 21 
de la Ley N* 16.736. 


SEÑOR ABDALA.- Por lo que acaba de explicar el Director General, en los artículos 109 y 110 se 
disponen trece transformaciones de cargos y tres creaciones de cargos para dar cumplimiento a 
sentencias condenatorias o anulatorias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. En cada 
situación estamos hablando de un juicio perdido por parte del Ministerio, en función de reclamos de 
funcionarios que seguramente reclamaron por cargos que se suprimieron y que tenían la expectativa o 
el interés legítimo de acceder a ellos, y ahora la Administración se ve en la obligación de crearlos o 
transformarlos para dar cumplimiento a la sentencia. ¿Es así? 


SEÑOR CARRERA. Sí. Se trata de situaciones que no son generadas por esta Administración. Por los 
años de los juicios, considero que no son situaciones generadas a partir del año 2005, sino de anteriores 
administraciones de Gobierno. Por eso, estamos aprovechando esta oportunidad. Por ejemplo, estamos 
haciendo una regularización en la gerencia de Jurídica del Ministerio del Interior, reconociendo a 
algunos profesionales universitarios dentro de esta lógica. Es decir, estamos dentro del mismo 
presupuesto, reconociendo las situaciones. 


El artículo 111 tiene que ver con una solicitud de la Contaduría General de la Nación. Básicamente, es la 
transformación de cargos para regularizar en el sistema de gestión humana. Se trata de un grupo de 
funcionarios civiles contratados civiles de la Unidad Ejecutora Instituto Nacional de Rehabilitación. Debido a 
que se produjo un error en la digitalización del sistema de gestión humana en su escalafón, los funcionarios 
civiles figuran en el sistema como subescalafón ejecutivo. 


El artículo 112 establece una trasposición de crédito de los artículos 207 y 208 a los artículos 261 y 262. 
Existe la necesidad de cubrir el pago de las compensaciones de gestión de sanidad policial. Lo que se 
establece es hacer esta trasposición, que es una sugerencia a la Contaduría General de la Nación, para 
solucionar un déficit de partidas de montos menores. 


Los artículos 113 y 115 también pueden ser leídos en su conjunto. Se trata de una reestructura de la Dirección 
Nacional de Identificación Civil. Esta es una de las Direcciones Nacionales que tienen premio a la excelencia 
de la atención ciudadana. En esta Ley de Rendición de Cuentas estamos aprovechando a regularizar una serie 
de situaciones, a solicitud de la Dirección. 


SEÑOR SESSER.- El artículo 116 trata de recoger, con carácter permanente, una iniciativa que fue 
muy positiva en el año 2011, a los efectos de cubrir vacantes de Oficiales Superiores, o sea, de 
Inspectores Principales e Inspectores Generales. 


Desde hace unos cuantos años la diferencia de remuneración sustantiva en el escalafón policial es entre el 
grado de Comisario Inspector e Inspector Mayor. Se está dando la situación de que hay un porcentaje muy 
alto de Inspectores Mayores que llegan a esa jerarquía, si ya tienen el coeficiente jubilatorio; generalmente 
todos lo tienen. A su vez, como cuentan con treinta y dos años y medio de servicio y ya han computado el 
Montepío necesario, optan por el retiro. Eso ha ocasionado que en los últimos años las vacantes de Inspector 
General e Inspector Principal no puedan ser llenadas entre los Inspectores Mayores, dado que la Ley 
Orgánica Policial exige un tiempo mínimo de cuatro años para el ascenso. Esa decisión que toman esos 
Oficiales de pasar a situación de retiro motiva la existencia de un número importante de vacantes en esas 
jerarquías de Inspector Principal e Inspector General. Al igual que en el año 2011, se reduce en un año el 
tiempo establecido. Es decir que a partir de los ascensos del 1” de febrero de 2014 se faculta al Poder 
Ejecutivo a ascender a quienes estén dentro del último año de antigiledad en el grado, es decir, a quienes no 
haya computado los cuatro años pero sí que tengan tres. Estimamos que la movilidad en el escalafón va a ser 
mayor y se van a poder cubrir los cargos de Inspector General e Inspector Principal. A su vez, por la 
corredera correspondiente se van a crear cargos de Inspector Mayor, y los Oficiales con grado de Comisario 
Inspector e inferiores -en esos grados existe una gran cantidad de Oficiales en condiciones de ascenso- 
podrán acceder al grado inmediato superior. 


SEÑOR CARRERA.-- El artículo 117 refiere a que las salidas transitorias de las personas privadas de 
libertad por razones de trabajo o estudio sean autorizadas por el Instituto Nacional de Rehabilitación. 
Es necesario agilizar el trámite a través del cual las personas privadas de libertad pueden salir del 
establecimiento dentro de programas de rehabilitación que posee el INR. Actualmente la normativa 
vigente exige que se solicite autorización al Juez competente para que la persona pueda desarrollar 
tareas laborales o de estudio. Modificar esta situación es de importancia para desburocratizar la salida 
de la persona privada de libertad del establecimiento por estos motivos 


Además, debemos considerar que las solicitudes de esta naturaleza demoran demasiado tiempo en 
concretarse en las sedes judiciales porque el trámite no tiene prioridad y, dado el desborde de trabajo, se 
deben esperar meses para que se puedan concretar las actividades que están directamente relacionadas con el 
proceso de reinserción social. 


En el nuevo sistema propuesto será el Instituto Nacional de Rehabilitación, según la reglamentación a 
dictarse, quien determine la autorización de salida. Esto permitirá que el trámite sea más rápido y se 
posibilite que más personas privadas de libertad realicen tareas que las preparen para su inserción laboral 


A través de la reglamentación, nuestra intención es crear una Comisión integrada por un representante del 
Instituto Nacional de Rehabilitación, del Director de Inacri y de la junta de tratamiento para que determinen 
qué personas pueden salir en esas condiciones. No estamos derogando la facultad que tienen los Jueces, sino 
que estamos solicitando que se nos habilite a volver a aplicar una vieja reglamentación como el Decreto-Ley 
N? 14.475, de 1975, que se modificó en la década del noventa. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Tenemos dos leyes que regulan con mucha claridad las salidas de los 
reclusos. Se trata de la Ley N* 17.897 y de la Ley N” 18.690, de 24 de setiembre de 2010. 


No vamos a discutir, pero creo que las leyes son muy claras y que es una potestad del Parlamento. De toda la 
vida esto se ha estado planteado en estos términos, y si bien es cierto que el trámite puede demorar mucho, 
ofrece las garantías de la Justicia. Puedo confiar absolutamente -como lo hago- en los Jueces y puedo tener la 
mayor intención en confiar de la misma manera en quienes dispongan esto, pero hemos visto y conocemos - 
lo hemos conversado muchas veces en la Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación Carcelaria- 
los riesgos que implica la discrecionalidad por parte de las jerarquías en materia de establecimientos 
carcelarios. El hecho de que sea el Juez el que disponga la salida nos ofrece absolutas garantías. La 
experiencia en otros aspectos, lamentablemente, no nos ha permitido ver esto de la misma manera. 


Entendemos que es una reforma bien intencionada porque son medidas que requieren la mayor celeridad, 
pero la podríamos considerar peligrosa e innecesaria porque en ese sentido la legislación es correcta. 
Entendemos que en el caso de las personas privadas de libertad, la última palabra no corresponde al Poder 
Ejecutivo, sino a la Justicia. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No fue toda la vida así. El Decreto-Ley que citó el señor 
Director General es de 1975 y autorizaba a las autoridades carcelarias a dar la salida transitoria. Esta 
norma tenía debilidades porque una sola persona -el Director- daba la autorización, en cambio 
nosotros planteamos que una Comisión integrada por quienes están encargados de los tratamientos 
técnicos en cada institución, un representante del Inacri y otro del INR otorgue esa autorización. 


Lo que motivó la modificación fue un caso muy sonado que ocurrió en 1995 en Canelones. Alguien cayó 
preso un día martes y tenía salida transitoria par el día el jueves. El recluso salió acompañado por un sargento 
quien proporcionó el vehículo, que se rompió por el camino y tomaron un ómnibus. El preso iba a hacer una 
estafa en una inmobiliaria porque iba a vender una casa en el interior del país y cometió el error de presentar 
al sargento como el gerente de la empresa que representaba. Como el sargento no tenía pinta de gerente, la 
dueña de la inmobiliaria sospechó y les dijo que volvieran el lunes. Ente el jueves y el lunes no volvieron a la 
cárcel, sino que fueron al Chuy y a Montevideo. A la vuelta, el preso dijo que iba al baño, se fue al Chuy 
solo, cruzó a Brasil y desapareció. La autoridad carcelaria y policial se enteró de esto porque mucho tiempo 
después la esposa denunció que lo estaban sometiendo a malos tratos porque lo habían agarrado de nuevo, y 
el Juez ni sabía que se había fugado. 


El Juez tampoco da garantías, porque un tiempo después un Juez autorizó la salida transitoria de Gustavo De 
Armas, que estaba preso en Lavalleja. Cuando iba para su casa se le ocurrió pasar con el custodia, la señora y 
los hijos por el Cerro, y allí lo mataron. Reitero que la autorización la había dada un Juez. Entonces, las 
garantías no se dan por la institución que dé la autorización, sino por cómo la da. 


Hoy sabemos que hay Jueces que, por principios, no otorgan salidas transitorias a nadie, y otros sí lo hacen. 


Por lo tanto, cuando se pretende rehabilitar por medio del trabajo o del estudio, hay que tener presente que 
hay trabajos que se realizan dentro de la institución y otros afuera. 


En estos momentos tenemos varios convenios. Hace pocos días firmamos uno con el Intendente de Durazno 
para que los presos realicen tareas de esa Comuna. La rehabilitación se produce trabajando afuera, pero como 
no hay un criterio único -hay Jueces que dicen: "Yo no autorizo"-, hay quienes no recibirían el tratamiento de 
rehabilitación porque algunos Jueces no autorizan las salidas. Por lo tanto, entendemos que brinda muchas 
más garantías que se dé la habilitación de la salida transitoria por medio un equipo técnico, con la autoridad 
del Instituto Nacional de Rehabilitación, luego de estudiar caso a caso, sobre todo cuando los presos salen 
con estos contratos laborales que, afortunadamente, son cada vez más. 


Es necesario asegurar que se produzca el tratamiento y no permitir que alguien no salga porque un Juez dice 
que no lo autoriza. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Recuerdo bien el proceso que tuvo la modificación que comenta el señor 
Ministro. Si no estoy equivocado, inclusive los penados quedaban a criterio de la autoridad del 
instituto penitenciario porque era únicamente con relación a los encausados que el Juez debía dar la 
autorización, por entender que ellos eran quienes todavía estaban en esa órbita. 


También comparto el espíritu en materia de rehabilitación. Ahora, si el Director de la cárcel tiene cuatro días 
a un recluso con un sargento dando vueltas por el país y se le termina escapando, es una cosa, pero si el Juez 
habilita a salir a un recluso, que termina en el Cerro y lo matan, es otra. Esto muestra claramente nuestra 
discrepancia con la medida. 


Si lo que hace falta es una unificación de carácter legal para este tipo de medidas, insisto en reivindicar el 
papel del Parlamento. Es una medida de carácter legislativo y dicha unificación debería surgir acá, de modo 
de establecer las coordenadas con claridad a los señores jueces. 


Este no es el único caso en el que esto sucede pero, insisto, no se trata de menoscabar a la institución ni a las 
jerarquías de los establecimientos carcelarios sino, simplemente, de establecer que la prioridad en materia de 
garantías la seguirá ofreciendo la Justicia. 


Gracias, Presidente. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer un par de reflexiones con relación a este artículo y a los conceptos 
que expresaba el señor Ministro. 


Se pueden entender las razones o, en todo caso, el móvil que está detrás de esta propuesta legislativa. Sin 
embargo, más allá de que el mecanismo que acaba de esbozar el señor Ministro puede resultar 
hipotéticamente más conveniente, considero que nunca lo será tanto como en aquella circunstancia por la 
cual a ese mismo mecanismo o procedimiento le agreguemos, en última instancia, la aprobación judicial o el 
visto bueno del Juez de la causa. Además, me parece que por el propio cambio cualitativo que representa esta 
disposición, más allá de los antecedentes que se puedan señalar -y que el señor Ministro señaló-, está claro 
que antes de tomar una decisión, sería conveniente, inclusive, escuchar a los Jueces. Es decir, conocer la 
opinión del Poder Judicial con relación a este cambio de paradigma. 


Es claro que esto implica un cambio de paradigma. Quien dispone la privación de libertad de una persona 
encausada es el Juez y, por lo tanto, quien debe determinar la interrupción de la privación de libertad en 
forma permanente o transitoria, también es el Juez. Y creo que una debilidad mayor o adicional que se puede 
señalar a esta disposición es que no solo se da este cambio de paradigma en cuanto a que ahora será la 
autoridad administrativa la que podrá disponer esa suspensión por las razones que aquí se explican sino que 
además, inclusive, se nos pide que el Parlamento o el Poder Legislativo delegue en la autoridad 
administrativa la forma de hacerlo. Me parece que eso debilita más a esta solución o le genera una 
inconsistencia adicional. Es decir que el Parlamento o el Poder Legislativo, hipotéticamente, tendría que 
decirle a la Administración -en este caso, Ministerio del Interior, Instituto de Rehabilitación-: "Está muy bien. 
Usted disponga, cuando tenga que hacerlo, la autorización de la salida transitoria, por razones de formación o 
trabajo como dice aquí. Ahora, hágalo como quiera, en las condiciones que quiera porque, por lo tanto, está 
bien que se haga en cualquier circunstancia o condición". Hipotéticamente, eso es así y me parece que no está 
bien. 


Creo que esto debería ser analizado con mayor detenimiento y en un contexto distinto del que nos 
encontramos. Y en todos los casos, entiendo que lo que a todos nos da garantías es la autorización judicial. 


El Instituto de Rehabilitación, se sabe, no es quien dispone de la privación de libertad; es la Justicia. Y, repito, 
esto es válido con carácter permanente y transitorio. Lo que debe hacer el Instituto de Rehabilitación es 
administrar el sistema penitenciario y, por lo tanto, administrar el confinamiento de quienes son procesados o 
condenados por la Justicia. 


Entonces, entiendo que es bastante vulnerable esta disposición, más allá de las explicaciones que el señor 
Ministro ha ensayado que, por supuesto, son de recibo e incorporamos a la discusión. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- En primer lugar, voy a hacer una pregunta sobre este artículo, que se basa en el 
principio constitucional de que se priva a alguien de libertad para que tenga un proceso de 
rehabilitación y no para que vegete en un lugar. Creo que la Constitución es clara en el sentido de que 
las personas privadas de libertad no pueden ser denigradas ni sometidas a situaciones que atenten 
contra la dignidad humana. Toda la sociedad uruguaya está preocupada -el sistema político en 
particular- por que quienes tienen que cumplir una pena, en este caso a partir de haber cometido una 
falta o delito, se rehabiliten. 


Si no entiendo mal, lo que establece este artículo es la posibilidad de que esa rehabilitación se pueda llevar 
adelante, ya sea con el trabajo o el estudio, para que esas personas luego se puedan reinsertar en la sociedad. 


Entonces, en función de este principio -que me parece una constancia importante a establecer-, mi 
interpretación de este artículo es que plantea la salida de una persona de un establecimiento de reclusión - 
imagino que irá acompañado de personal policial, o sea que no es la salida de un preso a la libertad 


ambulatoria para hacer cualquier cosa- para dirigirse a un lugar de trabajo o a una institución educativa, para 
luego retornar a ese establecimiento. 


Me parece importante conocer ese extremo a efectos de entender que no se establece la libertad de esa 
persona, puesto que sigue privada de libertad. Lo único que se le permite realizar es una actividad fuera de la 
institución de reclusión y, por tanto, bajo ciertas garantías. 


En segundo término, el señor Ministro nos comentaba que la idea era que esto fuera una comisión en el 
marco del Instituto Nacional de Rehabilitación. Me gustaría saber cuál es el grado de avance de la 
composición de esa comisión y si habría algún impedimento en incluir esto en el artículo, a efectos de otorgar 
mayor garantía. Como bien decía el señor Ministro, en anteriores propuestas legislativas era una única 
persona; de esta manera quedaría claro que no vamos por el mismo camino de la legislación anterior sino que 
vamos a crear una comisión que estudiará los casos. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Ministro y estimados colegas: si estuviera vigente el proyectado del nuevo 
Código del Proceso Penal ni pensaría en que apareciera acá un artículo de esta índole, pero veamos 
cuál es la argumentación que hace el Ministerio del Interior de por qué incluye este artículo. 


Hoy tenemos un mismo Juez de Instrucción que investiga, procesa, condena y hace la vigilancia del 
cumplimiento de la prueba. Ese mismo Juez que investiga y procesa, en un 99,9% de las veces que procesa 
termina condenando; esto dicho por los propios Jueces Penales. Si tienen esa estadística en cuanto a las 
condenas, ¿van a ser partidarios de dar salidas transitorias? Me parece que no. 


El nuevo Código del Proceso Penal, primero, va a ser un sistema acusatorio; segundo, el Juez que procesa no 
va a ser el mismo que condena y, además, el Juez que vigila el cumplimiento de la pena no va a ser ni el 
mismo que condenó ni el mismo que procesó. Por lo tanto, ahí sí tenemos esa enorme garantía de 
imparcialidad que nos da la Justicia, pero lamentablemente el nuevo Código del Proceso Penal es un proyecto 
que, en todo caso, podrá entrar en vigencia -en el mejor de los casos- en 2014 o en 2015. Por tanto, hay que 
buscar una solución a esta temática. 


Por otra parte, coincido plenamente con el aporte constructivo que hizo el señor Diputado Sánchez. Si bien es 
verdad que las versiones taquigráficas constituyen parte de la proyección de la ley y perfectamente en su 
reglamentación el Poder Ejecutivo puede tomar en cuenta las palabras dichas acá, en la tarde de hoy, o en su 
momento en el plenario de la Cámara, si está pensado en una comisión quizás se podría incluir en el artículo. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, el artículo plantea un tema bien importante porque, en todo caso, 
supone un cambio en lo que es la política existente hasta el presente en materia de instrumentación de 
las salidas. Hasta ahora lo que se establece es que estas tienen que disponer de la autorización del Juez; 
se trata de un cambio que no pertenece a una Ley de Presupuesto. Notoriamente, este tema es de 
naturaleza permanente, tiene una especialidad relevante y, en todo caso, debe ser analizado por otra 
Comisión especializada de este Parlamento, como es el caso de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. 


Me parece que los planteos que hace el señor Ministro van en el buen camino porque creo que hay que 
establecer un régimen de rehabilitación y si este choca con políticas que responden a la ocurrencia o a la 
decisión de un Juez que, por entender que no es lo aconsejable, no autoriza en ningún caso salidas transitorias 
o en este caso salidas específicamente para un plan de rehabilitación. Obviamente, hay que establecer un 
sistema en el que se fijen las responsabilidades que, en tal caso, podrían determinarse dando cuenta al Juez. 
Creo que este es un tema lo suficientemente importante como para que no esté en el ámbito de una 
modificación presupuestal que acompaña la Rendición de Cuentas. Me parece que es un tema específico de la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración; en todo caso, debería aprobarse 
un proyecto de ley que establezca no un artículo sino los lineamientos generales en los cuales se vaya a 
autorizar ese proceso de rehabilitación. Realmente, significa un cambio trascendente con respecto a lo que 
está vigente. 


Yo entiendo las razones; me parece que si hay una política de rehabilitación esta debe tener algún tipo de 
posibilidades en materia de decisión, por ejemplo, en estos aspectos, pero en todo caso esa discusión no le 
corresponde a esta Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Por supuesto que hemos hablado sobre este tema con los 
Jueces y estos tienen opiniones divididas aunque, en general, pueden compartir esto. Los ejemplos que 
mencioné -como otros a los que no hice referencia para no alargar la sesión- fueron proporcionados 
por los Jueces, como el caso de Gustavo de Armas. 


Quiero aclarar que no se trata de salidas transitorias porque en esos casos, la persona sale y no tiene 
compañía. Esto es una salida laboral. Hace tiempo que se están realizando salidas laborales y los presos van 
acompañados. El grupo que sale a trabajar va acompañado, no solo. En este caso, es lo mismo. 


Creo que sería conveniente que se agregue al artículo un texto que establezca la obligación de que la decisión 
la tome un organismo colectivo y no una sola persona. Tal como está redactado el artículo, eso no se 
establece. Por supuesto -es obvio-, cuando se toma la decisión hay que dar cuenta al Juez; no es que este se 
entere porque encontró a la persona trabajando; eso hay que establecerlo. 


La Rendición de Cuentas es una ley; por eso la traemos acá, pero se han discutido y aprobado textos más 
complejos que este. Pensamos que perfectamente esto se puede hacer en la Rendición de Cuentas. 


Esas son nuestras consideraciones. 


SEÑOR BERNINI.- En lo personal, las respuestas que se están aportando a las inquietudes de algunos 
legisladores me van aclarando bien el objetivo. 


Quiero destacar lo que es esto desde el punto de vista conceptual. Hay que asumir que la habilitación de 
salidas para trabajo y formación son sumamente importantes en lo que determina el objeto del Instituto, que 
es la rehabilitación. Yo vinculo esto directamente con lo que fue la Ley de Modernización y Humanización 
del Sistema Carcelario en cuanto a que estas dos herramientas son las que generan la posibilidad de 
redención de las penas. 


Recuerdo que hace unos cuántos años uno de los problemas que teníamos era que el tipo de salida dependía 
de la interpretación del Juez, si podía ser por determinada cantidad de horas, etcétera. 


(Interrupción de la señora Representante Payssé) 


Hicimos una ley para corregir este tema. 


Lo que permite esto es la agilidad de cumplir con el objetivo que se tenía planteado. Me parece buena la 
comunicación al Juez y le da cierto marco de evitar que una decisión se dilate en el tiempo porque pierda el 
objetivo. Lo que estoy diciendo con esto es que por este mecanismo se viabiliza este tipo de salidas. De otra 
forma, la burocracia que se genera hace que no se cumpla con el objetivo. O sea, se ponen obstáculos como 
para que objetivamente se pueda dar este tipo de situaciones a la que uno desearía que pudiera acceder la 
mayor cantidad de detenidos posible. Ese es el objetivo: que los detenidos se formen y trabajen. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


Por lo tanto, vamos a apoyar todo lo que dinamice esa realidad con las garantías del caso. 


SEÑORA PEREYRA.- Abundando en el planteo del señor Diputado Bernini en cuanto a la necesaria 
agilidad para que se cumplan algunos requisitos, debo decir que los privados de libertad trabajan en la 
zafra de la recolección de aceitunas, etcétera. Muchas veces, el permiso del Juez llega después de la 
solicitud pedida para realizar este trabajo. Entonces, habría que agilizar el trámite burocrático. A 
veces, se pierde esa posibilidad de trabajo no por mala voluntad sino por la burocracia. 


Quería poner estos ejemplos que demuestran que es imprescindible superar esos tiempos burocráticos. 


SEÑOR POSADA.- Me parece compartible lo que plantea el Ministerio en cuanto a que deben ser 
criterios más laxos los que se establezcan para las salidas vinculadas con lo laboral o, eventualmente, 
con la formación. Sin embargo, considero que esta no es la Comisión adecuada para tratar estos temas. 
Estos asuntos son abordados en otras Comisiones del ámbito parlamentario. 


Sé que las leyes de Presupuesto y de Rendiciones de Cuentas se utilizan para incluir normas sin naturaleza 
presupuestal. Si nos atenemos a lo que dispone la Constitución de la República, serían normas 
inconstitucionales. Pero como nadie plantea una inconstitucionalidad por ese hecho, se incorporan. A lo largo 
de la historia parlamentaria de nuestro país, hay ejemplos de múltiples normas incorporadas en instancias de 
naturaleza presupuestal. En todo caso, lo que hago notar es que el régimen que se está cambiando implica una 
modificación sustancial, algo que debería ser abordado en un ámbito especializado, que habitualmente 
analice estos temas. 


Yo no pondría el ejemplo de la Ley de Modernización y Humanización del Sistema Carcelario. Debemos 
recordar que cuando se dictó esa ley, en el país había algo menos de siete mil personas privadas de libertad: 
hoy hay más de nueve mil. Creo que la realidad corre por otro camino distinto al que planteaba esa ley. 


SEÑOR BERNINI.- No logro interpretar cuál es el objetivo del último razonamiento del señor 
Diputado que me precedió en el uso de la palabra. Se habla como si una ley de humanización carcelaria 
significara detener los delitos en el país. Si hay algo que ha sido ejemplo utilizado en todo el continente, 
precisamente, fue esa ley, sobre todo en lo atinente a la redención de la pena. 


(Intervención del señor Diputado Posada) 


Entonces, si seguimos hablando en que la causa del delito es la maldita ley, creo que estamos 
cometiendo un error. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, no dialogue, señor Diputado. 


SEÑOR BERNINI.- Yo no estoy dialogando; estoy interviniendo. Digo esto con todo respeto hacia 
usted y hacia el señor Diputado que me ha antecedido en el uso de la palabra. 


De todos modos, el tema de la valoración fue uno de los aspectos que menos resistencia ha generado. Pero no 
digamos que como producto de una ley se multiplicaron los delitos. Deberíamos tener diez Comisiones como 
esta para poder analizar entre todos cuál fue el proceso hasta hoy. Simplemente, quería utilizar el argumento 
de la ley porque la redención de las penas es uno de los factores que estimulan al trabajo y a la formación; 
creo que en eso no hay dos opiniones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exhorto a que debatamos sobre este tema cuando tratemos el artículo en la 
Comisión. 


SEÑOR POSADA.- Compartimos los aspectos de la redención de las penas que se establecieron en la 
Ley de Modernización y Humanización del Sistema Carcelario. Simplemente, digo que cuando se dictó 
esa ley se puso como gran objetivo que la liberación de presos iba a suponer una baja en los niveles de 
reincidencia. Sin embargo, el señor Ministro acaba de decir que hoy, el nivel de reincidencia en el país, 
se aproxima al 60%. Entonces, desde el punto de vista de la filosofía que inspiró esa ley, estamos 
bastante lejos. 


Obviamente, los mecanismos para la redención de las penas son compartibles. Si la referencia a la ley que 
hacía el señor Diputado Bernini era por ese lado, estamos totalmente de acuerdo. 


SEÑOR BERNINI.- Reafirmando lo que dice el señor Diputado en cuanto al fenómeno de la población 
carcelaria, debo decir que el universo que se liberó a partir de aquella ley fue el que no ha cumplido 
con esas tasas de reincidencia: ha sido cuatro veces menos que la común. Quería dejar esta constancia, 
señor Presidente. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Lo que plantea el señor Diputado Posada es para discutir en una Comisión 
especializada; en la Rendición de Cuentas estamos tratando otra cosa. El artículo no habla de 
abatimiento ni de delitos. 


Acá no se plantea una ley sino un mecanismo, y lo que se puede discutir es su oportunidad, es decir, en qué 
momento se resuelve. Y la oportunidad siempre es política. Por lo tanto, me parece bien que cuanto antes se 
agilice el proceso para reacondicionar de mejor manera las cárceles. 


Entonces, el Ministerio del Interior estaría enviando una propuesta para clarificar que se dará cuenta al Juez y 
que se creará un ámbito colectivo. Con esto, no creo que estemos haciendo un cambio drástico sino llevando 
las cosas a su orden lógico. La Justicia no está para evaluar procesos de rehabilitación de las personas. En 
todo caso, el Juez está para evaluar los hechos objetivos antijurídicos y para sancionar conforme al Código 
Penal. Luego, el Instituto Nacional de Rehabilitación deberá llevar adelante las políticas correspondientes. En 
este caso, estamos diciendo que quien tiene que llevar adelante las políticas de rehabilitación es el Instituto y, 
por lo tanto, hay que darle la oportunidad de que en el marco de esas políticas otorgue a los presos la 
posibilidad de salir a trabajar o a estudiar. Creo que el problema es establecer que la Justicia decida sobre la 
rehabilitación de un recluso, cosa que no debe hacer. El Instituto debe dar cuenta a la Justicia de los procesos 
de rehabilitación que se están llevando adelante. 


SEÑOR CARRERA.- Quiero dejar claro que este artículo debe ser leído en clave de inclusión y de 
rehabilitación. Nosotros no estamos cambiando el régimen jurídico vigente en lo que tiene que ver con 
las salidas transitorias sino que estamos solicitando que el Instituto Nacional de Rehabilitación -que es 
el organismo del Estado uruguayo que debe gestionar todo lo que tiene que ver con la vida de esa 
persona después que es procesada-, dentro de los programas de rehabilitación, de trabajo y estudio, 
disponga de esa oportunidad y que se deba dar noticia al Juez. 


En la Comisión de Derechos Humanos hay un proyecto sobre el que estamos trabajando en conjunto con 
Serpaj -que hizo una propuesta en su momento- que sigue esta lógica. El paradigma se cambió en su 
momento porque hubo actos de corrupción que llevaron a eso. Sin embargo, lo lógico es lo que estamos 
proponiendo: poner las cosas en su lugar. 


Cuando llegamos nosotros, la tasa de reincidencia era del 70% y hoy está en 59% y la tasa de reincidencia de 
la Ley de Modernización y Humanización del Sistema Carcelario es del 18%. Las reincidencias deben ser 
estudiadas en plazos mayores, pero según la información que tenemos de este año, la tasa de reincidencia 
estaría en el 57%. De todos modos, debería ser leída por décadas, según la información del ITF. 


Luego nos pondremos en contacto y haremos una propuesta que tenga en consideración los aportes que se 
hicieron. 


SEÑOR SESSER.- El artículo 118 se encuadra en un proceso que se inicio en el año 1990, por el cual se 
estableció una única circunscripción nacional para los Inspectores Generales del subescalafón ejecutivo 
de la Policía Nacional. Paulatinamente, mediante sucesivas leyes se fue extendiendo esa jurisdicción 
nacional y hoy tenemos a los Comisarios, el Grado 10, dentro de la jurisdicción nacional. 


Este artículo promueve que se siga extendiendo ese sistema, incluyendo a los Grados 9, es decir a los 
Subcomisarios del subescalafón ejecutivo, dentro de esta jurisdicción nacional. Estimamos que este proceso 
va a llevar a que finalmente los cadetes de la Escuela Nacional de Policía cuando egresan con el Grado de 
Oficial Subayudante tengan ese destino nacional y sea el Ministerio del Interior el que disponga sus destinos 
a los solos efectos del ascenso y del mejor cumplimiento de la función. 


SEÑOR CARRERA.- El artículo 119 establece la posibilidad de la tramitación de la cédula de 
identidad a través de las oficinas consulares. 


Los Ministerios de Relaciones Exteriores y del Interior están trabajando en forma conjunta para que se 
desarrolle una nueva actividad que posibilite que nacionales de nuestro país puedan realizar el trámite de 
expedición y renovación de la cédula de identidad a través de las oficinas consulares. Los Consulados 
uruguayos en el exterior podrán realizar los trámites necesarios a tales efectos. El Ministerio de Relaciones 
Exteriores enviará la información a la Dirección Nacional de Identificación Civil, que continuará siendo la 
institución que expida el documento. De esta forma, se atiende a un interés real de compatriotas en el exterior 
como demuestra la necesidad de haber realizado los denominados "Operativos Celestes", los cuales dejarán 
de ser necesarios a partir de este nuevo sistema. Así se logrará un ahorro importante en logística y desde el 


punto de vista económico, además de brindar un importante servicio a nuestros nacionales que se encuentran 
en el exterior. 


Treinta consulados ya están expidiendo los pasaportes con una normativa de la Organización Internacional 
para las Migraciones -la OIM- que establece que a partir de mediados del año próximo se tiene que dejar de 
hacerlo en forma manual. Ahora esos pasaportes se están expidiendo a través del mismo sistema que para 
nuestros uruguayos. El trámite se inicia en el Consulado, y después pasa a la DNIC que lo expide 
formalmente y lo envía por valija diplomática. 


Los artículos 120 y 121 tienen que ver con una transformación de cargos de abogados en Secretaría. Esto es 
para evitar posibles juicios futuros. Se busca reconocer situaciones de hecho. El área jurídico notarial abarca 
seis departamentos: la Asesoría Notarial, Contencioso, Instrucciones Sumariales, Proyectos Normativos, 
Defensoría Policial y una oficina administrativa. Como área jurídica de esta Secretaría interviene en asuntos 
que comprenden a todas las dependencias del Ministerio del Interior, siéndole asignadas las tareas de mayor 
complejidad, relevancia institucional e importancia económica. 


Debe tenerse presente que el Ministerio del Interior es el que tiene más Unidades Ejecutoras, después del 
Ministerio de Salud Pública. A modo de ejemplo, el volumen de trabajo indica que en el Departamento de 
Asesoría Jurídica en el año 2012 se elaboraron 5.176 informes en 4.112 expedientes; el Departamento 
Contencioso patrocina al Estado en 351 procesos radicados en sedes judiciales de Montevideo y del interior. 
Nosotros tenemos profesionales del Derecho que tienen el grado de Cabo o Sargento y así lo que se les 
reconoce es el título profesional y la situación. 


A partir de la intervención del señor Diputado Abdala parecería que tenemos un mal Departamento Jurídico y 
yo quiero decir que es muy bueno. 


SEÑOR ABDALA.- Yo no dije eso. 


SEÑOR CARRERA.- Quiero aclararlo no porque sea abogado sino porque considero que tenemos un 
muy buen Departamento Jurídico que ha logrado un abatimiento en las demandas contra el Estado de 
un 91%. 


Tenemos demandas por valor de $ 387:000.000 y hemos logrado un abatimiento del 91%. Eso es muy 
importante y demuestra el compromiso. Además, hicimos una auditoría interna -que fue creada en la Ley de 
Presupuesto- en la gerencia jurídica que aconsejaba que se reconociera esa situación porque realmente ese 
departamento trabaja muy bien. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que el Director General ha hecho una inferencia que me obliga a dejar una 
constancia. En ningún momento hice una valoración de carácter general ni particular, en relación a la 
División Jurídica del Ministerio. Simplemente, hice una pregunta que, además, estaba bien orientada 
en la medida en que se confirmó mi duda: las transformaciones de cargos obedecieron a juicios que se 
perdieron. En principio, la posibilidad de ganar un juicio es tan objetiva como la posibilidad de 
perderlo. Eso no necesariamente implica la consideración subjetiva de que esa repartición fue más o 
menos profesional o que se actuó con más o menos pericia o impericia. 


En ningún momento -quiero dejar esa constancia- cuestioné a la División Jurídica del Ministerio; además, no 
tengo elementos para hacerlo. 


En sentido estricto me pareció un poco ligera -perdóneme la expresión- la conclusión del señor Director 
General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda clara la constancia. SEÑOR CARRERA.- Como dije en su momento, 
no quise atribuir un hecho subjetivo al señor Diputado Abdala, sino que quise dejar una constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado registrada en la versión taquigráfica. 


SEÑOR CARRERA.-- Los artículos 122 al 124 refieren a Sanidad Policial. 


El artículo 122 es una reestructura de cargos. Esta reestructura se ha planteado en otras instancias 
presupuestales. Básicamente implica dejar de utilizar denominaciones obsoletas y dar cumplimiento a 
exigencias del Ministerio de Salud Pública para reconocer ciertas especialidades como la de instrumentista. 


El artículo 123 refiere a la atención de las personas privadas de libertad por parte de la Dirección Nacional de 
Sanidad Policial. La Administración de Servicios del Estado, ASSE, tiene el cometido legal de prestar 
asistencia sanitaria a las personas privadas de libertad. Ello lo desarrolla actualmente a satisfacción en los 
principales establecimientos carcelarios del país, que son Comcar, Libertad y Punta Rieles. Sin embargo, el 
Ministerio del Interior, a través de Sanidad Policial, ha tenido que apoyar a ASSE para garantizar la cobertura 
de salud en otros establecimientos. Las autoridades del INR, dependiente de este Ministerio, deben recurrir a 
personal médico de Sanidad Policial para brindar asistencia sanitaria en las cárceles del interior del país. 


Ante esta situación, es necesario que legalmente se permita que Sanidad Policial brinde esta cobertura. Esto 
sería algo transitorio. En la medida que ASSE se vaya haciendo cargo de la atención sanitaria de los 
establecimientos, Sanidad Policial lo dejaría de hacer. Esto debe ser leído con el artículo 124 que dispone una 
transferencia de crédito del Instituto Nacional de Rehabilitación a la Dirección Nacional de Sanidad Policial, 
a efectos de que pueda cubrir estos gastos originados en virtud de esta potestad que estamos solicitando en el 
artículo123. 


Quiero agregar que enviaré a la Comisión una habilitación de este Programa, para que esta facultad pueda ser 
llevada adelante por la Dirección Nacional de Sanidad Policial. Implica habilitar al Inciso 04, Ministerio del 
Interior, Unidad Ejecutora 030, Dirección Nacional de Sanidad Policial, el Programa 461 que es gestión de la 
privación de la libertad. Este artículo había sido propuesto pero por diferentes motivos no llegó al 
Parlamento. 


SEÑOR ABDALA.- No entendí bien y solicito que se nos reitere el fundamento de la transitoriedad. 
Advierto que es una circunstancia transitoria. ¡Bueno fuera! Evidentemente, no es deseable que en el 
ámbito del Hospital Policial se atiendan policías y ladrones, es decir, policías y delincuentes. No es 
razonable, no es bueno, no es estimulante que el funcionario policial constate que en el mismo ámbito, 
y en el uso de los mismos servicios que se supone están destinados a preservar y cubrir la atención de 
salud que le corresponde por derecho, se atienda a los que tienen conflicto con la ley. Como decía muy 
bien el Director General, el cometido legal de su atención corresponde a ASSE 


No me queda claro qué fundamenta esa transitoriedad. La transitoriedad por definición es un concepto 
elástico. Por eso me gustaría saber qué perspectivas hay de que esto se resuelva en el corto plazo. En ese 
sentido, me gustaría saber qué tiempos maneja la Administración con respecto a esta situación. 


SEÑOR CARRERA.- Como dije, ASSE es la Unidad Ejecutora encargada de la atención de las 
personas privadas de libertad. Tiene cubiertas las cárceles de Libertad, de Punta Rieles, el Comcar y el 
Centro Metropolitano Femenino. 


Hay otras cárceles en el interior de las que no se está haciendo cargo por imposibilidad presupuestal. Hay 
médicos funcionarios del Ministerio del Interior que se están haciendo cargo de la atención sanitaria de los 
reclusos en la cárcel. En el caso de que los reclusos deban ser internados, irán a un centro departamental de 
ASSE. 


Lo que solicitamos es reconocer una situación de hecho, habilitar el Programa para no tener dificultades en la 
interna y realizar una trasposición de los rubros. Solicitamos que los rubros que el Instituto Nacional de 
Rehabilitación recibe para la atención sanitaria de los reclusos, sean volcados directamente a Sanidad 
Policial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el señor Diputado Abdala quería una estimación del plazo de esta 
transitoriedad. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Al poco tiempo de asumir determinamos, por problemas 
existentes en las cárceles, que los médicos del sistema carcelario pasaran a Sanidad Policial. A partir de 


ahí, la atención se brindó con ASSE y desde el Hospital Policial. Lo que queremos es que eso quede 
establecido. 


Las razones de ello fueron problemas de funcionamiento. No quiero ir más lejos porque no solo los 
enfermeros cobraban los medicamentos a los presos. Tratamos de evitar esa situación con el cambio que 
realizamos, y funcionó bien. ASSE significó un salto adelante muy importante en las cárceles, pero no puede 
asumir todas de una sola vez. Entonces, no podemos establecer un tiempo en el cual se terminará la 
transición. La transición durará mientras ASSE no pueda asumir todas las cárceles. Cuando lo haga, dejará de 
funcionar la asistencia desde el Hospital Policial. 


Reitero lo que decía el señor Director General: no está previsto que personas privadas de libertad se atiendan 
en el Hospital Policial. No solo eso sino que actualmente se está construyendo un hospital penitenciario en el 
Comcar, una sala de internación en el Centro Nacional de Rehabilitación Femenino -construida por los 
presos- y otra en la llamada "isla" del Penal de Libertad, menor a la del Comcar, también construida por los 
presos. En el CNR Femenino tendríamos que haber pedido autorización a los Jueces para el traslado. Pero 
como se trasladan de una cárcel a otra, cumplen la pena en el CNR Femenino en el ala que no está terminada 
de construir. Esa sala está avanzada. 


Estamos buscando otras salidas, pero creemos que sería conveniente que el Hospital Policial quedara 
habilitado por norma a contribuir a la atención de los presos. 


SEÑOR CARRERA. El artículo 125 es una modificación al artículo 264 de la Ley N* 18.719, Refiere al 
tope de facturación. Existe la necesidad de ajustar el monto de facturación previsto en la Ley de 
Presupuesto debido al incremento en la facturación por arrendamiento de servicios con destino al CTI 
pediátrico y dado que actualmente se encuentra con CTI de adultos y Cuidados Intermedios de 
adultos. En caso de que no se permitiera la extensión del tope fijado para la terapia intensiva para el 
año 2013, así como la ampliación del monto para el año 2014, no se podrían cubrir las necesidades de 
profesionales médicos y técnicos para satisfacer la demanda. 


Esa sería la fundamentación. 


El señor Ministro me acota que, cuando es necesario, Sanidad Policial brinda servicio a otros CTI, por 
ejemplo, del Pereira Rossell o del BPS. El CTI pediátrico tiene veinte camas, al igual que el CTI de adultos. 
Entonces, a medida que se van habilitando servicios es necesario ampliar el monto de facturación. 


El artículo 126 es muy básico. Habilita la transferencia de créditos presupuestales entre diferentes unidades. 
En la medida en que las cárceles van pasando de la órbita de las Jefaturas de Policía del interior al Instituto 
Nacional de Rehabilitación, lo que se propone es una adecuación presupuestal, de modo que recursos que 
estaban destinados a esas Unidades Ejecutoras pasen al INR. 


Por el artículo 127 se propone sustituir el artículo 14 de la Ley Orgánica Policial, mientras estamos en esta 
transición, es decir, mientras se aprueba la nueva Ley Orgánica -como decía el señor Ministro, ya está en la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración-, en lo que refiere al 
Subprograma 2, que es el relativo a la Jefatura de Policía de Montevideo. Básicamente, se reconoce la 
estructura que hoy está vigente en la Jefatura de Policía de Montevideo, que debe ser leída de la siguiente 
manera: cuatro Jefaturas de Zonas Operacionales Territoriales, cada una de las cuales tiene a su cargo seis 
Comisarías, y una Jefatura de Zona Operacional Especializada, que es la que tiene las unidades. 


El señor Ministro me señala que, de acuerdo con nuestra política, apuntamos a que estas cuatro Jefaturas de 
Zonas Operacionales Territoriales sean dirigidas por Oficiales superiores, que ya están en funciones. 


El artículo 128 incluye al Sub Jefe de Policía de Montevideo en la compensación establecida en el artículo 90 
de la Ley de Rendición de Cuentas anterior. Por este artículo 90 se creaba una compensación especial para 
los Directores Generales de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas, de Lucha contra el Crimen Organizado e 
Interpol, de Información e Inteligencia, del Centro de Comando Unificado y al Director Nacional de la 
Guardia Republicana. A través del artículo 128 se propone incluir entre los cargos merecedores de esta 
compensación al Sub Jefe de Policía, teniendo en cuenta que la Jefatura de Policía de Montevideo es una de 
las Unidades más importantes del país. 


Los artículos 129 y 130 refieren a una reestructura en la Secretaría, en la Gerencia Financiera Contable. Lo 
que se busca es dar fluidez a los movimientos en la pirámide del subescalafón PT, Contadores. Por la 
cantidad de cargos entre grados 11 y 12 los ascensos tardan demasiado tiempo en toda la escala. En 
consecuencia, demoran más en quedar libres las vacantes de ingreso. 


Esta situación genera la necesidad de realizar los cambios propuestos dentro del proceso de reestructura de la 
Secretaría del Ministerio del Interior con el articulado presentado. Se espera lograr una mayor fluidez en los 
movimientos de la carrera presupuestal en la pirámide de contadores, ya que a la fecha hay cinco cargos de 
Comisario Inspector Contador y solo dos de Inspector PT Contador. 


Continúo con el artículo 131. Como decía al principio, debido a las restricciones presupuestales, en este 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas tratamos de generar recursos a efectos de poder cubrir la creación 
de algunos cargos. Precisamente, a través del artículo 131, se propone la creación de cincuenta cargos de 
Oficiales, en el grado de ingreso a la carrera, es decir de Oficial Ayudante o Sub Ayudante, que son 
necesarios por razones operativas. 


Desde que ingresamos al Ministerio del Interior estamos llevando adelante la política de aumentar el cupo de 
Oficiales. La media histórica de egreso de Oficiales de la Escuela Nacional de Policía era de cincuenta o 
cincuenta y dos. Nosotros venimos incentivando, a través de distintas políticas, el ingreso de más personas a 
esta carrera profesional y este año egresarán alrededor de noventa Oficiales. Estamos adecuando esa 
necesidad a efectos de poder cubrir las vacantes. 


Con respecto al artículo 132, en la misma lógica de las reestructuras en la Secretaría, lo que se propone es 
reconocer la situación de profesionales del Derecho que ejercen su profesión y que no tienen el cargo 
reconocido. Concretamente, la idea es reconocer el grado de profesional del Derecho de los funcionarios de 
la Dirección de Asuntos Internos. Asimismo, a través de este artículo se pretende cumplir con la ley de 
creación de la Dirección de Asuntos Internos que establece que deben estar sometidos a un estatuto de 
protección especial, dado que en este caso van a tener el estatuto del funcionario civil. 


Básicamente, esta es la fundamentación de los artículos correspondientes a nuestro Inciso. Estamos a las 
órdenes para responder las preguntas o escuchar las dudas de los señores Diputados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la explicación. 


Informamos que la bancada de Gobierno está analizando dos artículos que, por supuesto, les serán enviados 
una vez que los ingresemos formalmente. Adelanto al señor Ministro que uno de ellos refiere a la inclusión 
de más personas en la obligación de hacer la declaración jurada de bienes y el otro tiene que ver con las 
obligaciones de las empresas operadoras del servicio de telefonía móvil en relación con su auxilio a la 
Justicia. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente, quiero trasmitir al Ministerio que entre las delegaciones que 
recibimos, la semana pasada concurrió una en representación de la Federación de Asociaciones de 
Retirados y Pensionistas Policiales del Uruguay. Sus representantes nos hicieron un planteo relativo a 
una situación de inequidad que se ha generado en virtud de que, en su momento, a algunos retirados 
policiales se les aplicaron los artículos 14 y 22 de la Ley _N” 16.333. Como se recordará, esta situación 
originó recursos de inconstitucionalidad que fueron aprobados, en el sentido de reconocer que había 
habido una falta y que no correspondía la aplicación de estos artículos. 


Se nos dice que hay una situación de inequidad en tanto a algunos que reclamaron se les reconoció la 
situación generada y a otros se les aplicaron estos artículos. 


Sabemos que este no es un tema de naturaleza presupuestal -no puede serlo; así lo establece la Constitución 
de la República-, pero en la medida en que recibimos el planteo en esta instancia de Rendición de Cuentas, 
me parecía que debíamos trasladarlo a la delegación del Ministerio, a fin de que pueda ser considerado en 
una ley diferente a las presupuestales. 


SEÑOR CARRERA LEAL .- Estamos al tanto de esa situación. 


Básicamente, se trata de una ley que data de la década de los noventa; me acotan que es la llamada "ley 
Ramírez". 


Estamos en coordinación con la asociación profesional que mencionó el señor Diputado Posada. 
Se trata de un problema que compete a la seguridad social. 


Vamos a pedir una reunión al Ministerio de Economía y Finanzas para plantear algunos problemas de 
seguridad social, entre ellos, el relativo a la flexibilización de la ley que se votó en el año 2008 y a los 
policías heridos o fallecidos en actos directos de servicio. En esa ocasión, plantearemos esta situación. Es un 
tema específico, que se valorará en conjunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro del Interior y asesores. 
(Se retiran de Sala el señor Ministro y asesores) 


SEÑOR GANDINI.- El viernes pasado recibimos a varias delegaciones; una de ellas fue Cainfo, que 
vino a referirse sobre los artículos 37 y 38 del proyecto de Rendición de Cuentas, que modifican la Ley 
de acceso a la información pública. En esa oportunidad, anuncié que solicitaría a la Comisión que 
remitiera esos dos artículos a la Institución Nacional de Derechos Humanos, que funciona en la órbita 
del Parlamento, a efectos de que nos envíe un informe -a esta Cámara de Representantes o, 
eventualmente, al Senado, en función de los plazos-, dado que la delegación -todos sabemos que está 
integrada por instituciones serias y por personas y periodistas que conocemos- fundamentó su 
oposición, fundamentalmente al artículo 37, desde el ángulo de los derechos humanos, además de otros 
aspectos de conveniencia. 


Por eso, dado la premura del tiempo y los plazos, solicito a la Comisión que pida un informe sobre esos dos 
artículos a la Institución Nacional de Derechos Humanos, a la brevedad. 


SEÑOR BERNINI.- Consideramos que no hay inconveniente en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el trámite solicitado por el señor 
Diputado Gandini. 


(Se vota) 


Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR GANDINI.- Teniendo en cuenta que el próximo viernes recibiremos a los representantes de la 
Presidencia de la República y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a la hora 9 y 30, así como a 
los de la Oficina Nacional del Servicio Civil, cuyos articulados sabemos que son complejos y largos -en 
el caso de Presidencia de la República-, y que las delegaciones serán recibidas a partir de la hora 15, 
sugiero utilizar el mismo método que usamos el viernes pasado para recibir a las delegaciones: dividir 
la Comisión en dos. Creo que eso dio buen resultado. De lo contrario, podemos correr el riesgo de que 
nos atrasemos y de que quede muy poca gente; sabemos que los viernes son complicados. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay objeciones, la Secretaría hará las consultas correspondientes y 
realizará los cambios de horario, en lo que podríamos llamar la "Técnica metodológica Ibarra". 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Recientemente, el Senado de la República aprobó el proyecto relativo al Estatuto 
del Funcionario Público. Allí se eliminó el artículo 18 y se realizaron algunas modificaciones de texto, 
no conceptuales. Seguramente, el día de mañana ingrese formalmente a la Cámara de Representantes. 


Por eso, proponemos que la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda apruebe las 
modificaciones realizadas por el Senado, en algún momento, en el marco de trabajo que tiene agendada la 
Comisión. 


El Senado realizó modificaciones a algunos artículos del proyecto del Estatuto del Funcionario y eliminó el 
artículo 18. Ese artículo tiene su historia, porque ya había sido eliminado del Presupuesto Nacional por el 
Senado de la República. 


Por tanto, lo que está planteado es lo siguiente. El artículo 18 establecía la prohibición de acumulaciones de 
remuneraciones en el Estado. Esto fue harto debatido en la Comisión, lo discutimos en el Presupuesto 
nacional, luego el Senado optó por no aprobar la acumulación para personas públicas no estatales y 
sociedades anónimas propiedad del Estado. La prohibición de acumular salarios lo incluimos en el Estatuto 
del Funcionario y el Senado de la República retira esa cuestión. Por tanto, mañana va a ingresar formalmente 
a la Cámara y, seguramente, la Presidencia lo trasladará a la Comisión integrada. Lo que propongo es que 
dentro de la agenda de trabajo le podamos destinar tiempo al tratamiento de este proyecto que, presumo, será 
no mayor a quince o veinte minutos porque se refiere a algo que está harto discutido. Lo que propongo es que 
la Presidencia de esta Comisión en algún momento logre ubicar este tema en la agenda de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tenga dudas, pero debe existir una convocatoria clara en ese sentido. 
Estamos de acuerdo. 


SEÑOR POSADA.- A efectos de no alterar las distintas citaciones que tenemos, por qué no hacer una 
sesión extraordinaria el día 31, pidiendo autorización a la Cámara para funcionar por esos diez o 
quince minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se lo plantearemos a nuestros coordinadores. 


SEÑOR ABDALA.- Me consta que la Secretaría está sobrecargada de tarea. Sin perjuicio de ello, 
quisiera pedir que se nos señalaran los artículos que han sido modificados de manera formal; 
simplemente para constatar dichas modificaciones. 


SEÑOR IBARRA.- Hay que sacar el proyecto del Estatuto del Funcionario. Quizá la semana que viene 
podríamos tratarlo y tener unos días más para poder leer detenidamente los cambios y contar con el 
comparativo. Luego podríamos convocar a la Cámara para esa semana. 


SEÑOR GANDINL.- Quisiera saber cuál es el plan para la próxima semana; qué días se está previendo 
votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el día de mañana, nuestra idea es hacer una propuesta desde la 
Presidencia como habíamos dicho al principio: dar tiempo para hacer los informes y no votar a lo loco. 
Se trata de una Rendición de Cuentas con muchos artículos; por lo tanto sería bueno tomarnos tres 
días para la votación en el plenario. 


SEÑOR GANDINI.- Lo que pregunto es si vamos a votar el lunes o el martes, porque hay sesiones 
ordinarias y tenemos un largo articulado para votar en Comisión. Hay que hacer un plan para que 
puedan estar presentes todos los legisladores, se suspendan otras actividades y, eventualmente, pedir 
que las sesiones se suspendan si no hay temas tan urgentes. 


En Comisión creo que con dos días, si nos comprometemos a no debatir y dejar la discusión para el plenario, 
el trámite es más rápido. Pero hay que intercalar aditivos, hay que votar los proyectos de los organismos; no 
es una votación sencilla. Hay alrededor de cuatrocientas votaciones y nos va a llevar un par de días. Ahora, si 
trabajamos martes y miércoles en eso, deberíamos solicitar que se suspendan las sesiones, de lo contrario 
tendremos poco tiempo para trabajar. Si trabajamos el jueves, ahí sí apretamos muchos los informes. 


Debemos coordinar los días y comunicarlo rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bien. En principio, se va a analizar por parte de la bancada oficialista esta 
propuesta de votar martes y miércoles, con la suspensión de las sesiones ordinarias. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 52) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


